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- Orden SAN/9/2008, de 4 de abril, por la que se regula el procedimiento 

de autorización de la prolongación de la permanencia en servicio activo 
al personal estatuario del Servicio Cántabro de Salud.  

 
 

o B.O.C. núm. 74 de 16 de abril de 2008, pág. 4899 

 
 
- Real Decreto 438/2008, de 14 de abril, por el que se aprueba la 

estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales. 
  
 

o B.O.E. núm. 92 de 16 de abril de 2008, pág. 20010 

 
 
- Ley 1/2008, de 27 de marzo, de modificación de la Ley 2/2007, de 7 de 

marzo, del Estatuto Jurídico del Personal Estatutario del Servicio de 
Salud de Castilla y León. 

 
 

o B.O.E. núm. 98 de 23 de abril de 2008, pág. 21011 

 
 
- Corrección de error de la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y 

uso racional de los medicamentos y productos sanitarios. 
 
 

o B.O.E. núm. 100 de 25 de abril de 2008, pág. 21427 

 
 
 

http://boc.gobcantabria.es/BOC/datos/MES%202008-04/OR%202008-04-16%20074/PDF/4899-4899.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2008/04/16/pdfs/A20010-20017.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2008/04/23/pdfs/A21011-21012.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2008/04/25/pdfs/A21427-21427.pdf


   
Secretaría General.  Servicios Jurídicos 

 

 4

 
- Orden de 16 de abril de 2008, que regula el procedimiento para el 

reconocimiento de trienios al personal estatutario temporal del SERGAS 
 
 
Texto completo: http://www.xunta.es 
 
 
- Ley 1/2008, de 17 de abril, de la Generalitat, de Garantías de 

Suministro de Medicamentos (DOCV de 24 de abril de 2008). 
 
 
Texto completo: http://www.iustel.com/ 
 
 
- Orden EHA/1220/2008, de 30 de abril, por la que se aprueban las 

instrucciones para operar en la Plataforma de Contratación del Estado 
 
 

o B.O.E. núm. 105 de 1 de mayo de 2008, pág. 22260 

 

http://www.xunta.es/doc/Dog2008.nsf/78b9acf1e0552bebc125725f00468abd/1c0708904f3468bac125743400235c45/$FILE/DOG_20080423_NUM_078.PDF
http://www.iustel.com/v2/diario_del_derecho/noticia.asp?ref_iustel=1028670
http://www.boe.es/boe/dias/2008/05/01/pdfs/A22260-22264.pdf
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PERSONAL: 
 
- Personal laboral del Servicio de Salud de la Comunidad Autónoma: 

derecho de igualdad de trato entre el personal fijo y el temporal: 
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias de 18 de enero 
de 2008. 

 
El Estatuto Marco del Personal Estatutario será aplicable al personal laboral de los Servicios 
de Salud de las Comunidades Autónomas, siempre y cuando las normas contenidas en dicho 
Estatuto no se opongan a la específica regulación laboral, cuando los Convenios Colectivos 
aplicables en cada Comunidad Autónoma así lo dispongan. 
 
En cuanto al sistema de retribución, el artículo 15.6 del Estatuto de los trabajadores 
establece el principio de igualdad entre el personal temporal y el fijo, equiparando en 
derechos a ambos, alcanzando tal equiparación al complemento de antigüedad. No cabe 
aplicar, por tanto, la distinción que sí establece el Estatuto Marco en lo que se refiere a 
dicho complemento. 

Texto completo:  
 
 
- Los límites del derecho a la huelga cuanto ésta afecta a servicios 

esenciales como la prestación de asistencia sanitaria: Sentencia del TSJ 
de Castilla la Mancha 

 
 
La Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Castilla-La Mancha realiza en esta 
sentencia una interesante valoración de los límites del derecho a la huelga cuando ésta 
afecta a servicios esenciales, como la prestación de asistencia sanitaria, entendiendo el 
derecho a la salud es no sólo esencial, sino vital para los ciudadanos y que, como tal, no 
tiene parangón en su dimensión colectiva con los que realizan la huelga, lo que permite a 
la Administración la fijación de los servicios mínimos que resulten necesarios para atender 
estos bienes superiores, sin que su fijación pueda depender de factores aleatorios o 
temporales, ni de la plantilla disponible del servicio, sino de los derechos que se tratan de 
tutelar. 
 

Texto completo:  
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PROTECCIÓN DE DATOS: 
 
 
- Sanción administrativa impuesta al hospital por entregar datos 

sanitarios de sus pacientes a la Agencia Catalana para estudio 
estadístico. Sentencia de la Audiencia Nacional de 27 de febrero de 
2008. 

 
 
Infracción del deber de secreto: necesidad de anonimizar las historias clínicas cuando 
vayan a ser objeto de publicación  
 
Los datos contenidos en las historias clínicas de los pacientes están protegidos por el deber 
de secreto exigido al responsable del fichero que contenga dichos datos de carácter 
personal. 
 
Era precisamente ese deber de secreto el que obligaba a anonimizar las historias clínicas 
que se facilitaron a la Administración Catalana para realizar el estudio estadístico que 
llevó a cabo, sin que la obligación de colaboración con dicha Administración permitiera 
desatender las exigencias sobre protección de datos de carácter personal. 
 

Texto completo:   
 
 
 
CONTRATACIÓN: 
 
 
- Derecho de acceso de los licitadores a expedientes de contratación. 
 
Informe 3/2007, de 22 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa 
de la Comunidad de Madrid 
 
Considera la Comisión Consultiva que el órgano de contratación, conforme a lo establecido 
en el art. 93,5 de la LCAP, deberá comunicar al licitador rechazado, que lo ha solicitado, 
los motivos del rechazo de su proposición, así como las características de la proposición del 
adjudicatario a cuyo favor se haya resuelto la adjudicación y determinar, en su caso, la 
documentación del expediente que puede ser puesta de manifiesto ante aquel, 
justificándolo debidamente en el expediente. 
 
 
Texto completo: http://www.madrid.org/ 
 
 
 
 

http://www.madrid.org/junta_consultiva/c_general/inf_3_2007.htm
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TRASPASO DE COMPETENCIAS: 
 
 
- Reclamación de abono de cantidad por obligaciones referidas a facturas 

de farmacia del mes de diciembre de 2001, en el traspaso de 
competencias  

 
 
Sentencia de la Audiencia Nacional 
 
En esta Sentencia se determina el Organismo responsable del pago de cantidades por 
obligaciones referidas a facturas de farmacia del mes de diciembre de 2001, la Audiencia 
Provincial interpreta el concepto jurídico de “obligación exigible” en el sentido de que, 
con independencia de que la materialización del procedimiento de abono de facturas 
derivadas de recetas producidas en el mes de diciembre de 2001, no tuviera lugar hasta el 
20 de enero de 2002, a consecuencia de su presentación con anterioridad al 10 de enero 
(momento de reconocimiento de la obligación), la obligación presupuestaria 
correspondiente al mes de diciembre derivaba de su previsión en el presupuesto de 2001, 
concluyendo que la obligación del pago de las facturas de farmacia corresponde a INGESA. 
 
 

Texto completo:  
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- La nueva Ley de contratos del sector público: aplicación ala tecnología 
sanitaria 

 
 
El día 9 de mayo a las 10 de la mañana, la SEEIC, organiza una jornada, para explicar el 
alcance que la nueva ley de contratos presenta en el sector público.  Se pondrán de 
manifiesto los nuevos planteamientos  y las formas de adjudicación, se analiza tanto el 
pliego de prescripciones técnicas,  como el de la oferta. 
Esta jornada esta dirigida a todos los profesionales, tanto los que desarrollan su actividad 
en las Instituciones Sanitarias,  como en el medio empresarial, pues a todos nos interesa, 
independientemente de donde estemos sentados en la mesa. 
 
Lugar: Hospital Asepeyo 

 Joaquín de Cárdenas, 2 

 28820 Coslada (Madrid) 

Fecha: 9 de mayo 

Más información: http://www.seeic.org/ 

 
 
 
- XVI Congreso Nacional de Hospitales. 
 
 
Lugar: Cáceres 

Fecha: Del 2 al 5 de junio de 2009 

Más información: http://www.regiondigital.com 

 
 
- XI Aula Pedro Asirón. Reconocimientos médico-deportivos 
 
 

Lugar: Zaragoza 

 Escuela Universitaria de Ciencias de la Salud 

 C/ Domingo Miral, s/n 

Fecha: 16 de mayo de 2009 

Más información: http://www.femede.es/ 

http://www.seeic.org/congreso/nacional/2008/jornada/triptico.pdf
http://www.regiondigital.com/modulos/mod_periodico/pub/mostrar_noticia.php?id=72490
http://www.femede.es/documentos/XI_AULA_PEDRO_ASIRON.pdf
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- Jornada sobre Responsabilidad del profesional sanitario 
 
 
El fenómeno de la responsabilidad por daños en el área de la salud es cada vez más 
frecuente en la sociedad actual. A pesar de los avances en la Medicina, siguen 
reclamándose ante los Tribunales, cada vez en mayor número, indemnizaciones por 
perjuicios producidos con ocasión de actos médicos. El hecho de que puedan intervenir 
hasta tres jurisdicciones (civil, penal y contencioso administrativa) y se pueda reclamar, 
según los casos, a varios intervinientes por cada evento (Médicos, Hospitales, 
Aseguradoras, Administraciones Sanitarias, etc.), así como la complejidad de estos 
procesos, demuestran que estamos ante un fenómeno de múltiples y difíciles facetas. La 
intención del curso es clarificar este confuso panorama y contribuir a que los profesionales 
del Derecho que van a reclamar el resarcimiento o a defender al reclamado, así como los 
que van a decidir estos litigios, tengan un perfecto conocimiento de todos los aspectos 
técnico jurídicos que la materia puede presentar. 
 
 
Organiza: Aranzadi-Formación 

Colabora: Ibermutuamur 

Lugar: IBERMUTUAMUR 

Salón de Actos 

Ramírez de Arellano, 27 

28043 Madrid 

Fecha: 22 de mayo de 2009 

Más información: 948 297 185. 

 
 
- XVII Jornada de la Dirección General de los Servicios Jurídicos sobre 

Administración Electrónica 
 
 
Lugar de celebración: Centro tecnológico de la Rioja 

 Avenida de Zaragoza, 21. Edificio La Fombera 

 26071 Logroño (La Rioja) 

Fecha: 22 y 23 de mayo de 2008 

Más información: http://www.iustel.com 

 
 
 
 
 
 

http://www.iustel.com/v2/diario_del_derecho/noticia.asp?ref_iustel=1028395
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- El Sistema Sanitario en situaciones de crisis 
 
Este libro recoge una síntesis de la Jornada celebrada el 7 de mayo de 2007 en la que hubo 
dos mesas generales, que permitieron considerar cuestiones sociales, políticas y de 
comunicación que influyen en las crisis sanitarias 
 

 

Más información: http://www.fcs.es 

 

 

http://www.fcs.es/fcs/html/lineaEditCrisis.html
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- Las enfermeras catalanas podrán dispensar “La píldora del día después” 
en los ambulatorios. 

 
 
La enfermera deberá comprobar que los motivos de la demanda son la retención del 
preservativo, su rotura, el olvido del tratamiento hormonal y la relación desprotegida; 
recopilar sus antecedentes personales, como alergias y otros coitos desprotegidos; y 
establecer si reúne los criterios de exclusión por si es necesaria una valoración médica; en 
caso negativo, establecer el tratamiento e informarle de los efectos secundarios; entregar 
folletos informativos y valorar la derivación a una comadrona especializada en atención 
sexual. 
 
 
Más información: http://www.lavanguardia.es 
 
 
- Decreto 74/2008, de 4 de marzo, por el que se regula el Comité de 

Investigación de Reprogramación Celular, así como los proyectos y 
centros de investigación en el uso de reprogramación celular con fines 
terapéuticos 

 
 

o  B.O.J.A.  núm. 54 de 18 de marzo de 2008, pág. 54 

 
 
- Criterios de Consenso, ámbitos de certificación y desviaciones 

encontradas en las inspecciones en la aplicación de los principios BPL 
 
 
  Documento cuyo objetivo es dar transparencia al programa de cumplimiento de BPL en 
España a la vez que ayuda a los nuevos laboratorios que inicien el proceso de incorporación 
al citado programa. 
La primera parte del documento se dedica a recopilar la interpretación que, en 
determinados supuestos, han de realizar los inspectores y el grupo que los integra. 

http://www.lavanguardia.es/lv24h/20080404/53452361828.html
http://contenidos-servimedia.ari.es/files/AcuerdosGobierno/acuerdo_3268.pdf
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Una segunda necesidad de consenso surge a la hora de incluir las actividades de los 
laboratorios en un certificado oficial. 
Por último, se incluye una sección que recopila, de acuerdo con los criterios de inspección 
(recogidos en el Real Decreto 2043/1994 y O.M. de 14 de abril de 2000), las desviaciones 
que se han encontrado a los largo de más de 10 años de inspecciones. Se incluyen todas las 
desviaciones, desde las detectadas en las primeras inspecciones hasta las que hacen 
referencia a las efectuadas después de la revisión de los principios BPL 
 
 
Más información http://www.agemed.es 
 

 
- ¿Están siendo útiles los Comités Éticos Asistenciales? 
 
 
La utilidad de los comités éticos asistenciales es difícil de valorar de forma objetiva. Su 
implementación no ha producido en Europa efectos similares a los que se produjeran en 
Estados Unidos. Diferencias en su origen y un contexto socio-legal diverso pueden ayudar a 
comprender esta desigualdad. El análisis de los factores que restan eficacia a los comités 
éticos asistenciales nos permite sugerir mejoras en su funcionamiento. 
 
 
Texto completo: http://www.aebioetica.org 
 
 
- Guía nº2 de la UNESCO. Funcionamiento de los Comités de Bioética: 

procedimientos y políticas. 
 
 
La presente guía busca ofrecer precisamente lo que su nombre indica: orientación. El 
documento propone a los presidentes y miembros de las cuatro formas establecidas de 
comités de bioética que consideren y evalúen ciertos procedimientos y políticas para 
orientarles en el cumplimiento de sus mandatos. 
 
 
Texto completo: http://unesdoc.unesco.org 

  

 
- Límites del acceso a datos de salud de paciente de centros de 

interrupción voluntaria del embarazo por parte de las Administraciones 
en la Administración Sanitaria. 

 
 
La Agencia de protección de datos, en el presente informe hace referencia a los datos de 
las pacientes que acuden a los centros en que se puedan llevar a cabo actuaciones de 
interrupción voluntaria del embarazo y que habrán de ser considerados datos relacionados 
con la salud de las pacientes, con un carácter especialmente protegido, dado que los 

http://www.agemed.es/actividad/sgInspeccion/docs/guia9_BPL-enero08.pdf
http://www.aebioetica.org/rtf/07-BIOETICA-61.pdf
http://unesdoc.unesco.org/images/0014/001473/147392s.pdf
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mismos son considerados por el legislador como datos “sensibles” o “especialmente 
protegidos” “todos los datos contenidos en documentos médicos, en historiales médicos 
electrónicos y en sistemas de HME son “datos personales sensibles”. Por tanto, no sólo 
están sujetos a todas las normas generales sobre protección de datos personales, sino 
también a las normas sobre protección de datos especiales que rigen el tratamiento de la 
información sensible, contenidas en el artículo 8 de la Directiva 95/46/CE”. Las garantías 
derivadas de dicho régimen deberán extremarse, habida cuenta de las consecuencias 
perjudiciales que el conocimiento de los datos por terceros puede revestir en la esfera 
privada de la paciente. 
 
 
Texto completo: https://www.agpd.es 
 
 
- Convenio de colaboración entre la Comunidad de Madrid y la Provincia 

Eclesiástica de Madrid para la asistencia religiosa católica en los centros 
hospitalarios públicos dependientes de la Comunidad de Madrid 

 
 

Texto Completo:    
 
 
 
- Orden SCO/1166/2008, de 9 de abril, por la que se convoca la concesión 

de ayudas económicas a entidades sin fines de lucro de ámbito estatal 
para la realización de programas específicos orientados al desarrollo de 
las estrategias de salud. 

 
 

o B.O.E. núm. 100 de 25 de abril de 2008, pág. 21645 

 
 

https://www.agpd.es/upload/Canal_Documentacion/Informes%20Juridicos/mj_2008_0130.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2008/04/25/pdfs/A21645-21647.pdf
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- Congreso Internacional: Los avances del derecho ante los avances de la 

medicina 
 
 
Este Congreso internacional tiene como objetivo la reflexión jurídica interdisciplinar sobre 
los retos que al Derecho le plantean los avances, cada vez más rápidos e importantes, de 
la Ciencia médica. Está convocado por las Facultades de Derecho de las Universidades 
Pontificia Comillas de Madrid, DEUSTO y ESADE,  
 
 
Lugar: Madrid 

Fecha: 16, 17 y 18 de junio de 2008 

Más información: http://www.upcomillas.es 

 
 
- Convocatoria de Becas y Subvenciones en ciencias de la Salud de la 

Consejería de Sanidad para 2008 
 
 
La Consejería de Sanidad convoca, a través del Diario Oficial de Castilla La Mancha, las 
becas y subvenciones en el terreno de la Formación de Recursos Humanos en Ciencias de la 
Salud en el año 2008 
 
 
Más información: http://www.jccm.es/sanidad/ics/ 

 
 
- Ética de la objeción de conciencia en medicina 
 
 

Fecha celebración: 29 de mayo de 2008 

Lugar: Madrid 

Más información: http://www.fcs.es 
 
 
 
 
 

http://www.upcomillas.es/centros/cent_cid_dere_medi.aspx
http://www.jccm.es/sanidad/ics/E.R.S.P/AyudasForm2008.htm
http://www.fcs.es/fcs/html/insBioJornadas.html
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- III Jornadas sobre Prevención del Cáncer de Mama en la Ciudad de 

Madrid 
 
 
Lugar de celebración: Madrid 

Fecha: 30 de mayo de 2008 

Tel.: 91 536 08 14 

Inscripción:fundaciontejerina@accionmedica.com 

 
 
- Aplicaciones clínicas de nuevos biomarcadores en Osteoporosis. 

Remodelado Óseo 
 
 

Inscripción ◗ Plazas limitadas por riguroso orden de inscripción a través del correo 
electrónico: nestor.perez@uem.es, indicando en el asunto: Osteoporosis 
 
Lugar de celebración: C/ José Abascal, 40 · 6ª planta. Madrid 
 
 
- Transplante hepático de donante vivo 
 
 
El trasplante hepático es el tratamiento de elección para el fallo hepático irreversible. 
Desafortunadamente esta opción no se puede ofertar a todo aquel que lo necesita, ya que 
la oferta de órganos disponibles no llega a cubrir la demanda. La posibilidad de trasplantar 
una parte del hígado de un donante vivo comenzó a ponerse en práctica en 1989 
habiéndose extendido después esta técnica a pacientes adultos. Las implicaciones éticas 
de los trasplantes con donante vivo presentan connotaciones específicas, motivo de 
análisis en el Congreso sobre Bioética y Trasplante cuyas ponencias se recogen en este 
libro. 
 
Más información: http://www.agapea.com 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

 

http://www.agapea.com/Trasplante-hepatico-de-donante-vivo-I-Congreso-sobre-Bioetica-y-Trasplante-Iruna-Pamplona-28-y-29-de-noviembre-de-2003--n207483i.htm
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SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ASTURIAS DE 18 DE ENERO DE 
2008 
 
Personal laboral del Servicio de Salud de la Comunidad Autónoma: derecho de igualdad 
de trato entre el personal fijo y el temporal  

ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero.—Según consta en autos del mencionado Juzgado de lo Social se dictó sentencia 
de fecha siete de marzo de dos mil siete por la que se estimaba en parte la demanda. 

Segundo.—En la mencionada sentencia y como hechos declarados probados figuran los 
siguientes: 

1.º El actor, Jesús María, presta servicios para la demandada, con categoría profesional de 
administrativo, en Atención Especializada del Área VII (Mieres), en virtud de un contrato 
laboral para el desempeño temporal de plaza vacante de personal no sanitario, celebrado 
el 19 de abril de 1993 (folios 22 y vuelto de autos), y en cuyo contrato en su cláusula 
tercera dice: El trabajador percibirá la retribución que, para la categoría profesional e 
Institución Sanitaria de destino, resulten de lo previsto en el Real Decreto Ley 3/87, de 11 
de septiembre, y de las disposiciones, normas y acuerdos dirigidos a la aplicación del 
régimen retributivo que el mismo aprueba". Anteriormente a dicho contrato el actor prestó 
servicios en los períodos comprendido entre 20-11-90 al 24-02-92. 

2.º El 31 de octubre de 2006 formula reclamación previa. 

3.º El valor del premio de antigüedad para el año 2005 es de 24,69 euros y para el año 2006 
es de 25,19 euros, correspondientes al grupo C. 

4.º La cuestión debatida afecta a un gran número de trabajadores dependientes del SESPA. 

5.º Agotada la vía administrativa, presentó escrito de demanda en este Juzgado el 23 de 
enero de 2007. 

Tercero.—Contra dicha sentencia se interpuso recurso de suplicación por la parte 
demandada, siendo impugnado de contrario. 

Elevados los autos a esta Sala, se dispuso el pase a ponente para su examen y resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero.—La sentencia de instancia, estimando la demanda formulada por el actor, 
declaró su derecho a percibir el complemento de antigüedad totalizando los periodos de 
tiempo en que prestó servicios en Atención Especializada del Área VII (Mieres), en virtud 
de contrato temporal, con la categoría profesional de administrativo. 

Frente a esta resolución articula el Servicio de Salud del Principado de Asturias un único 
motivo de recurso denunciando, con amparo formal en el articulo 191.c) de la Ley de 
Procedimiento Laboral, infracción de los artículos 51 de la Orden de 5 de julio de 1971; 
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2.Dos.b) y Disposición Transitoria Segunda. Dos del Real Decreto-Ley 3/1987; 2.3, 44 y 
Disposición Derogatoria Única 1.b) de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, por la que se 
aprueba el Estatuto Marco para el Personal Estatutario de los Servicios Sanitarios; artículo 
1 del Real Decreto 1181/1989; artículo 15.6 del Estatuto de los Trabajadores; 2 de la 
Directiva 1999/70/CE del Consejo y párrafo tercero del Preámbulo obrante en el Anexo de 
dicha Directiva y cláusula 4.3 del mismo y de la Disposición Transitoria Primera de la Ley 
12/2001. 

El artículo 15.6 del Estatuto de los Trabajadores, en la redacción dada por la Ley 12/2001, 
de 9 de julio, de Medidas urgentes de reforma del mercado de trabajo para el incremento 
del empleo y de la mejora de calidad, establece: 

"Los trabajadores con contratos temporales y de duración determinada tendrán los mismos 
derechos que los trabajadores con contratos de duración indefinida, sin perjuicio de las 
particularidades específicas de cada una de las modalidades contractuales en materia de 
extinción del contrato y de aquellas expresamente previstas en la Ley en relación con los 
contratos formativos y con el contrato de inserción. Cuando corresponda en atención a su 
naturaleza, tales derechos serán reconocidos en las disposiciones legales y reglamentarias 
y en los convenios colectivos de manera proporcional, en función del tiempo trabajado. 
Cuando un determinado derecho o condición de trabajo esté atribuido en las disposiciones 
legales o reglamentarias y en los convenios colectivos en función de una previa antigüedad 
del trabajador, ésta deberá computarse según los mismos criterios para todos los 
trabajadores, cualquiera que sea su modalidad contractual". 

Esta norma introduce en el apartado sexto del artículo 15 el principio de igualdad de 
derecho de los trabajadores indefinidos y temporales con proscripción de cualquier 
discriminación en materia de antigüedad y ello no por la aplicación de un concreto régimen 
jurídico pactado en el contrato, sino por la introducción de forma irreversible en nuestro 
ordenamiento de un mandato contenido en la Directiva Comunitaria 1999/70/CE, de 28 de 
junio de 1999, en el marco general de garantía de la igualdad de trato entre trabajadores. 

La generalización del criterio referido a la igualdad de trato que debe dispensarse en 
materia de complemento de antigüedad a trabajadores fijos y temporales se recoge 
también en la Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de mayo de 2004 según la cual "no 
parece inadecuado consagrar, en unificación de doctrina, una jurisprudencia acorde con 
una de las finalidades que inspira la regulación del citado Acuerdo Marco, cual es 
garantizar el principio de no discriminación del trabajador temporal respecto del 
trabajador con contrato de duración indefinida comparable, siendo de señalar que la 
citada Ley 12/2001 siguiente las reglas de la cláusula 4.ª de la Directiva 1999/70 y 
haciendo uso, también de las excepciones de la cláusula 2.ª establece que "los 
trabajadores con contratos temporales y con duración determinada tendrán los mismos 
derechos que los trabajadores con contratos de duración indefinida", con las excepciones 
derivadas de a) las singularidades específicas de cada una de las modalidades de 
contratación en materia de extinción; b) las expresamente previstas por la ley en relación 
con los contratos formativos y de inserción". 

El hecho de que la Disposición Transitoria Primera de la Ley 12/2001 determinase que los 
contratos celebrados antes de su entrada en vigor continuarían rigiéndose por la normativa 
legal o convencional vigente en la fecha de su celebración, y que algunos de los contratos 
de la actora se encuentran en esta circunstancia no desvirtúa la anterior conclusión. La 
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interpretación que debe darse a dicha Disposición Transitoria sólo supone que, mientras no 
estuvo vigente la regulación estatal que recogía de modo expreso la equiparación de 
régimen laboral entre trabajadores fijos y temporales, no eran exigibles los derechos 
derivados de tal equiparación. Pero, una vez producida la entrada en vigor de dicha 
regulación estatal, sí son exigibles tales derechos, impidiendo únicamente la repetida 
Disposición Transitoria reclamar el pago del complemento de antigüedad en referencia a 
salarios correspondientes a periodo anterior a 4 de marzo de 2001, fecha de entrada en 
vigor pero no el complemento devengado a partir de dicha fecha en función del tiempo de 
servicios prestados en virtud de contrato formalizado previamente a la misma. 

Segundo.—El Estatuto Marco para el Personal Estatutario de los Servicios Sanitarios no es 
de aplicación en el supuesto debatido, ya que la Ley 55/2003, de 16 de diciembre por la 
que se aprueba dicho Estatuto se encarga de dejar bien claro qué dos presupuestos deben 
concurrir para que sus previsiones se apliquen al personal laboral: que las normas de la Ley 
no se opongan a la específica regulación laboral, y que los Convenios Colectivos aplicables 
al personal laboral de cada Comunidad Autónoma dispongan expresamente la aplicación, 
directa o supletoria, de la Ley 55/2003. La remisión no sería posible por la supeditación de 
la aplicación de sus normas al hecho de que las mismas no choquen con la normativa, y 
dentro de ésta, el principio de igualdad de trato entre personal fijo y temporal está 
garantizado por el actual artículo 15.6 del Estatuto de los Trabajadores que ha supuesto, 
como se ha dicho, la plena equiparación de trato entre trabajadores que cuentan con 
contrato de trabajo de duración determinada y de duración indefinida, y esta nivelación 
alcanza el complemento salarial de antigüedad. 

El carácter laboral que tiene la relación contractual que vincula al actor con la 
Administración demandada, que no es un nombramiento estatutario de duración temporal, 
conduce a la confirmación de la sentencia de instancia y al rechazo del recurso. 

Por cuanto antecede, 

FALLAMOS 

Desestimar el recurso de suplicación formulado por el Servicio de Salud del Principado de 
Asturias frente a la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social de Mieres en los autos 
seguidos a instancia de Jesús María contra dicha recurrente, sobre trienios, confirmando la 
resolución recurrida. 

Adviértase a las partes que contra esta sentencia cabe recurso de casación para la 
unificación de doctrina ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo en el plazo de diez 
días. Incorpórese el original al correspondiente Libro de Sentencias. Líbrese certificación 
para su unión al rollo de su razón. Notifíquese a las partes y a la Fiscalía del Tribunal 
Superior de Justicia y una vez firme, devuélvanse los autos originales al Juzgado de lo 
Social de procedencia, con certificación de la presente. 
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SENTENCIA DE LA AUDIENCIA NACIONAL DE 27 DE FEBRERO DE 2008 

Infracción del deber de secreto: necesidad de anonimizar las historias clínicas cuando 
vayan a ser objeto de publicación  

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero.—Por el indicado recurrente se interpuso recurso contencioso administrativo 
mediante escrito presentado ante esta sala contra el acto mencionado en el 
encabezamiento de esta resolución, acordándose su admisión y una vez formalizados los 
trámites legales preceptivos fue emplazado para que dedujera demanda, lo que llevó a 
efecto mediante escrito en el que, tras alegar los fundamentos de hecho y de Derecho que 
consideró pertinentes, terminó solicitando la estimación del recurso y la consiguiente 
anulación del acto recurrido y se concluya el expediente sin imponer sanción alguna a la 
recurrente acordando la devolución de la cantidad ya abonada. 

De lo que consta en el expediente y de las alegaciones de las partes en sus respectivos 
escritos resulta el siguiente relato de hechos: 

1. La Congregación Religiosa Hermanas Hospitalarias del Sagrado Corazón de Jesús es la 
propietaria del Hospital Sant Rafael que es un centro asistencial privado, que forma parte 
de la Red Hospitalaria de Utilización Pública de Cataluña (folio 31). Dicho Hospital tiene 
dados de alta ante la Agencia Española de Protección de Datos, los ficheros sobre clientes 
y pacientes. 

2. Con fecha 27 de octubre de 2003, se suscribió el Convenio Marco de Colaboración entre 
el Departamento de Sanidad y Seguridad Social, el Departamento de Cultura, el Consorcio 
Sanitario de Barcelona y el Consorcio para la Normalización Lingüística para fomentar el 
uso del catalán en el ámbito sanitario de la ciudad de Barcelona (folios 239-243). 

3. Posteriormente, el día 3 de noviembre de 2003, se firmó un Acuerdo entre el 
Departamento de Sanidad y Seguridad Social y el Departamento de Cultura de la 
Generalidad de Cataluña, para la realización de un estudio sociolingüístico en el ámbito 
sanitario de Barcelona ciudad. Uno de los objetivos del Acuerdo era "la observación in situ 
en los centros sanitarios del ámbito territorial de Barcelona ciudad, a partir de auditorias 
aleatorias, de los usos lingüísticos utilizados en la redacción y en la edición de la 
documentación de interés clínico". 

4. En virtud de ese Acuerdo, el Departamento de Sanidad asumía la obligación de encargar 
a alguna empresa de estudios la realización de los trabajos de campo para la realización 
del proyecto, además de facilitar los datos organizativos de los centros sanitarios y los 
contactos necesarios para llevarlo a cabo (folio 260-264). 

5. El Departamento de Salud contrató a la empresa Centro Informático de Estadísticas y 
Sondeos, S.A. para que se encargase de la realización del estudio; el citado Centro se 
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comunicó, telefónicamente, con los Hospitales siendo el contenido de las conversaciones 
de carácter técnico y logístico (folio 252). 

6. La Secretaría General de la Generalitat de Catalunya remitió las comunicaciones 
realizadas desde la Secretaría de Política Lingüística a los centros participantes en el 
estudio. Consta copia de la carta remitida al Gerente del Hospital Sant Rafael en la que se 
solicita su colaboración en la elaboración de la estadística que será difundida en los 
términos establecidos en la legislación vigente en materia de estadística oficial, 
especialmente en lo referido a la protección del secreto estadístico. 

7. Hacia finales del año 2003, el Hospital Sant Rafael recibió una notificación de la 
Generalitat de Cataluña, en la que se le requería al centro su participación en la 
realización de las labores de campo que iban a efectuarse. 

8. Entre los días 8 y 12 de enero de 2004, el Hospital Sant Rafael recibió una comunicación 
electrónica de CENTRO INFORMÁTICO DE ESTADÍSTICAS Y SONDEOS, S.A., en la que se le 
notificaban las condiciones en las que esta compañía, contratada por la Generalitat de 
Cataluña, iba a realizar las labores de campo, incluyendo los nombres y números de D.N.I. 
de las personas autorizadas para ello. En esta comunicación se informaba de que el 
protocolo del estudio garantizaba el secreto estadístico de los datos registrados (folio 33). 

9. El día 12 de enero de 2004, de acuerdo con la notificación recibida, Hospital Sant Rafael 
recibió la visita de dos trabajadoras de CENTRO INFORMÁTICO DE ESTADÍSTICAS Y 
SONDEOS, S.A., que mostraron su credencial como agentes encargado de recoger 
información estadística, de acuerdo con lo previsto por el artículo 37 de la Ley de 
Estadística de Cataluña (folio 33). 

10. El responsable del Archivo de Historias Clínicas del Hospital Sant Rafael seleccionó, 
aleatoriamente, una muestra de 30 historias de entre las iniciadas en el año 2003, de las 
cuales 10 correspondían a "hospitalización", 10 a "consultas externas" y otras 10 a 
"urgencias" (folio 33). 

11. El acceso a las historias clínicas por parte de las trabajadoras de CENTRO INFORMÁTICO 
DE ESTADÍSTICAS Y SONDEOS, S.A. tuvo lugar en presencia de la responsable del Archivo de 
Historias Clínicas, quien custodió las historias durante todo el proceso de análisis (folio 33). 
Los documentos mostrados a las trabajadoras de CENTRO INFORMÁTICO DE ESTADÍSTICAS Y 
SONDEOS, S.A. eran los originales que formaban parte de las respectivas historias clínicas 
(folio 33). 

14. Las historias clínicas no salieron en ningún momento fuera del establecimiento del 
Hospital Sant Rafael y su acceso tuvo lugar siempre en presencia de la responsable del 
Archivo de Historias Clínicas, quien se aseguró de que los datos de carácter personal de los 
pacientes no se incorporasen a ningún otro documento, durante todo el proceso de análisis 
(folio 33). 

15. Del Informe Técnico, elaborado por el Centro Informático de Estadísticas y Sondeos, 
S.A., se desprende que la muestra finalmente analizada sin anonimizar estaba constituida 
por 30 historias clínicas, con 610 documentos, todas ellas iniciadas en el año 2003 (folio 
86). 
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16. Por estos hechos se interpusieron diversas denuncias que dieron lugar a que por parte 
de la Agencia Española de Protección de Datos se abrieran diversos expedientes 
sancionadores que dieron lugar a que se dictara la resolución frente a la que ahora se 
interpone el presente recurso contencioso administrativo. 

Segundo.—La representación procesal de la parte demandada contestó a la demanda 
mediante escrito en el que, tras alegar los hechos y fundamentos de derecho que consideró 
aplicables, terminó pidiendo la desestimación del presente recurso. 

Tercero.—Al no haberse recibido el pleito a prueba, se dio traslado a las partes, por su 
orden, para conclusiones; en este trámite se evacuó en sendos escritos en los que 
realizaron las manifestaciones que le convinieron a sus respectivos intereses. 

Cuarto.—Con fecha 26 de Febrero se celebró el acto de votación y fallo de este recurso, 
quedando el mismo visto para sentencia. 

Ha sido ponente del presente recurso el Magistrado Iltmo. Sr. JOSE GUERRERO ZAPLANA. 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 

Primero.—Se interpone el presente recurso contencioso administrativo frente a dictada por 
Director de la Agencia Española de Protección de Datos por la que se impone a la entidad 
ahora recurrente una multa por importe de 60.101,21 euros por infracción de lo previsto 
en el articulo 44.4.g) de la Ley Orgánica 15/99 en relación con lo previsto en el articulo 10 
de la misma ley Orgánica . 

La resolución recurrida basa la imposición de la sanción en que ha quedado acreditado que 
personas ajenas al Hospital Sant Rafael accedieron a la documentación original recogida en 
la historia clínica de 30 pacientes, esto es información concerniente a datos de salud, sin 
contar con el consentimiento expreso de dichos pacientes y sin que el Hospital Sant Rafael 
tuviese ninguna habilitación legal para facilitar la información de sus pacientes sin 
disociar, puesto que la autorización de cesión de los datos por parte de los pacientes se 
realiza a los efectos de gestión de cobro por los servicios prestados. 

Dado que ha quedado acreditado que el Hospital Sant Rafael ha facilitado los documentos 
que forman parte de la historia clínica de 30 pacientes sin disociar, y se ha constatado que 
las trabajadoras del Centro Informático de Estadísticas y Sondeos tuvieron acceso a los 
mismos, es evidente la vulneración del deber de secreto por parte de dicho Hospital, que 
es responsable de la custodia de las historias clínicas que contienen datos de salud de las 
personas tratadas en el mismo. 

En relación a la alegación del Hospital recurrente sobre que en las comunicaciones 
recibidas no se hacía referencia a la necesidad de anonimizar ó disociar los datos, la 
resolución impugnada entiende que era obligación del citado Hospital, como responsable 
del fichero de historias clínicas, el cumplimiento de la normativa de protección de datos. 

Por ultimo, y en lo que se refiere a la correcta graduación de la sanción, la resolución 
impugnada entiende que a tenor de los criterios de graduación de las sanciones recogidos 
en el artículo 45.4 de la LOPD procede la imposición de la sanción en su cuantía mínima. 
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También considera que es procedente aplicar la multa correspondiente al escalón inferior 
en razón a que entiende acreditada una cualificada disminución de la culpabilidad puesto 
que la actividad del Hospital se desarrolló de buena fé pues intervenían las 
administraciones publicas y se trataba de realizar una actividad impulsada por la 
Generalitat de Cataluña aunque entiende que faltó la diligencia exigible en los hechos 
imputados. 

En relación a la solicitud del Hospital Sant Rafael de que se archive el procedimiento, dada 
la concurrencia de un "error de prohibición" en su actuación entiende la resolución que 
dicha alegación no puede ser tenida en cuenta para exonerar de responsabilidad a la 
mencionada entidad, ya que, en este caso, facilitar a terceros, las historias clínicas de sus 
pacientes sin anonimizar supone una falta de diligencia debida que le resultaba 
plenamente exigible, al ser responsable del tratamiento de datos especialmente 
protegidos, esto es, de los datos que afectan a la esfera más íntima de la persona, lo que 
le obliga a un conocimiento exacto y a la aplicación estricta de la normativa de protección 
de datos. 

Segundo.—La parte recurrente basa su demanda en considerar, en primer lugar, que no 
existe infracción administrativa y ello pues su conducta ha sido ajustada a derecho; 
subsidiariamente considera que no procede la imposición de ninguna sanción y ello pues 
concurre buena fe en su conducta y procede aplicar el principio de confianza legitima. 

Es necesario partir de la consideración general del deber de secreto recogido en el artículo 
10 de la Ley Orgánica 5/1992 y que comporta que el responsable de los datos almacenados 
en este caso los que resultan de las Historias Clínicas aportadas por el Hospital a las 
personas encargadas de realizar el estudio sobre el empleo del Catalán no pueda revelar ni 
dar a conocer su contenido teniendo el "deber de guardarlos, obligaciones que subsistirán 
aún después de finalizar sus relaciones con el titular del fichero automatizado o, en su 
caso, con el responsable del mismo" (artículo 10 citado). Este deber es una exigencia 
elemental y anterior al propio reconocimiento del derecho fundamental a la libertad 
informática a que se refiere la STC 292/2000, y por lo que ahora interesa, comporta que 
los datos tratados automatizadamente, como los saldos y movimientos de la cuentas 
bancarias, no pueden ser conocidos por ninguna persona o entidad ajena a la relación 
contractual fuera de los casos autorizados por ley, pues en eso consiste precisamente el 
secreto. 

Este deber de sigilo resulta esencial en las sociedades actuales cada vez mas complejas, en 
las que los avances de la técnica sitúan a la persona en zonas de riesgo para la protección 
de derechos fundamentales, como la intimidad o el derecho a la protección de los datos 
que recoge el artículo 18.4 de la CE . En efecto, este precepto contiene un "instituto de 
garantía de los derechos a la intimidad y al honor y del pleno disfrute de los derechos de 
los ciudadanos que, además, es en sí mismo un derecho o libertad fundamental, el derecho 
a la libertad frente a las potenciales agresiones a la dignidad y a la libertad de la persona 
provenientes de un uso ilegítimo del tratamiento mecanizado de datos" (STC 202/2000). 
Este derecho fundamental a la protección de los datos "persigue garantizar a esa persona 
un poder de control sobre sus datos personales, sobre su uso y destino" (STC 292/2000) que 
impida que se produzcan situaciones atentatorias con la dignidad de la persona, "es decir, 
el poder de resguardar su vida privada de una publicidad no querida" (STC de tanta cita). 
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Es fácil determinar como en este caso, la entidad ahora recurrente, responsable del 
fichero en cuestión, debió adoptar precauciones accesorias puesto que actuando como lo 
hizo no respetó las exigencias derivadas del secreto puesto que no procedió a anonimizar 
las historias clínicas que facilitó para la realización del estudio en cuestión. 

Tercero.—La parte recurrente considera que su conducta se acomodó a lo previsto por 
diversas normas aplicables al caso en cuestión y que, básicamente, son las siguientes: 

Los artículos 34, 35 y 36 de la Ley Catalana 23/98 de Estadística de Cataluña según los 
cuales es obligatorio suministrar la información necesaria para elaborar las estadísticas de 
interés de la Generalidad; La obligación de suministrar información se extiende a todas las 
personas físicas y jurídicas y también a todas las administraciones públicas que han 
obtenido información objeto de estadísticas de interés de la Generalidad. La información 
que se solicite para elaborar estadísticas de interés de la Generalidad se satisfará de 
manera completa y verídica, dentro de los plazos establecidos, respetando los formatos y 
las indicaciones que se establezcan sobre el soporte de la información, y garantizará la 
protección de los datos personales en el marco de la legislación vigente. 

Artículo 11.5 de la Ley Catalana 21/2000 sobre Derechos de Información concerniente 
a la Salud y la autonomía del paciente según el cual: "5. El personal al servicio de la 
Administración sanitaria que ejerce funciones de inspección, debidamente acreditado, 
puede acceder a las historias clínicas, a fin de comprobar la calidad de la asistencia, el 
cumplimiento de los derechos del paciente o cualquier otra obligación del centro en 
relación con los pacientes o la Administración sanitaria". 

El artículo 45 de la Ley de Ordenación sanitaria de Cataluña en relación a los efectos de la 
inclusión de un Centro en la red Hospitalaria de centros públicos establece que: "a) El 
desarrollo, además de las tareas estrictamente asistenciales, de funciones de promoción 
de la salud y educación sanitaria de la población, medicina preventiva, investigación 
clínica y epidemiológica, y docencia, de acuerdo con los programas del Servicio Catalán de 
la Salud y de la Región Sanitaria específica, así como la participación en las funciones de 
información sanitaria y estadística. 

El cumplimiento de las exigencias y garantías que derivan de la aplicación de las normas 
que se acaban de transcribir, y que han sido citadas por la parte recurrente, no tienen el 
efecto pretendido de justificar la conducta de la entidad recurrente pues la obligación de 
colaborar con las funciones y programas estadísticos promovidos por la administración 
catalana, no permiten actuar con desatención a las exigencias que derivan de la normativa 
general sobre protección de datos y la exigencia del secreto es perfectamente compatible 
con la colaboración exigida por cualquier administración publica para realizar la actividad 
que considere más necesaria aunque esta otra se encuentre protegida por el secreto 
estadístico. 

Por esta misma razón, la diferencia de supuestos de hecho, resulta que no es aplicable al 
asunto que nos ocupa el criterio recogido en la resolución de la Agencia de fecha 20 de 
diciembre de 2006 por la que se acuerda el archivo de actuaciones en relación al 
expediente sancionador abierto a la entidad Centro Informatico de Estadísticas y Sondeos 
S.A. En aquella resolución se acordó el archivo del expediente en razón a que esta empresa 
no era sino encargada del tratamiento y actuaba amparada por un contrato que cumplía los 
requisitos del artículo 12 de la ley orgánica por lo que resultaba que el acceso a los datos 
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no era propiamente cesión de datos y no exigía consentimiento del titular de los datos en 
cuestión. 

Por todo lo expuesto, resulta que la resolución objeto de recurso ha valorado 
correctamente la actuación de la entidad recurrente en relación a las exigencias del deber 
de secreto y ello puesto que resulta suficientemente acreditado que se ha producido un 
tratamiento de datos de salud (contemplados en el artículo 7.3 de la Ley Orgánica 15/99) 
sin consentimiento de sus titulares. Así pues, y sin perjuicio de lo que después se dirá, no 
puede dudarse de que se ha cometido la infracción por la que se sanciona a la entidad 
recurrente y que ciertamente habría sido conveniente adoptar precauciones que hubieran 
impedido la violación del secreto profesional. 

Cuarto.—Cuestión distinta a la que hemos expuesto mas arriba es la que hace referencia a 
la concurrencia del principio de culpabilidad que, según lo que establece el articulo 130 de 
la Ley 30/92, es una exigencia precisa para que pueda entenderse cometida la infracción 
imputada: ""Sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción 
administrativa las personas físicas y jurídicas que resulten responsables de los mismos aun 
a título de simple inobservancia". 

Téngase en cuenta que el elemento de la exigibilidad de una conducta diferente es 
considerado por el Tribunal Supremo como un elemento delimitador de la culpabilidad de 
las conductas sancionables (TS de fecha 23 de octubre de 2006 o 22 de noviembre de 204) 
y las precauciones adoptadas por la entidad ahora recurrente pueden considerarse 
suficientes para llegar al convencimiento de que no era posible exigir otra conducta 
diferente para mayor garantía de los derechos de los titulares de los datos que tenía 
confiados. 

En relación con lo expuesto, y aunque la conducta pueda considerarse como encuadrable 
en el artículo 44.4 .g) la realidad es que una valoración conjunta de las circunstancias 
concurrentes permiten concluir que resulta desmedido reclamar de la recurrente otra 
actuación diferente de la que llevó a efecto, resulta necesario tomar en consideración las 
siguientes circunstancias de las que deriva la ausencia de culpabilidad: 

El Hospital del que es titularidad la Congregación recurrente remitió diversos correos 
electrónicos (que obran al folio 48 del expediente) para tratar de aquilatar detalladamente 
los límites de su obligación de entregar los datos que se le iban a exigir; quiere decir, que 
trató de acomodar su actuación a las exigencias legales y que no puede decirse que 
actuara con ligereza ni con desprecio a las exigencias derivadas de la Ley 15/99 y resulta 
que, con más o menos acierto, trató de acomodar su actuación a las garantías 
contempladas a favor de los titulares de los datos. 

En las comunicaciones que se le dirigieron (Folio 279 del expediente) se hizo mención a 
que el tratamiento de datos se iba a realizar aplicando la legislación vigente en materia de 
estadística y con respeto del secreto estadístico lo que le pudo inducir a error sobre la 
legitimidad de la actuación llevada a cabo y que no era necesario adoptar medidas de 
precaución accesorias. 

En la comunicación recibida por la recurrente procedente del Centro Informático de 
Estadísticas y Sondeos también se hizo mención a que se respetaría el secreto estadístico. 
Cuando se les dirige un correo electrónico que obra al folio 51 del expediente fijando la 
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fecha de la visita e indicando expresamente el numero y clase de historias clínicas de las 
que debían disponer, se hizo mención de que "el protocolo de este estudio garantiza el 
secreto estadístico de los datos registrados". 

En ninguna de las comunicaciones recibidas por el Hospital de Sant Rafael se hizo mención 
a la exigencia, conveniencia ni necesidad de anonimizar los datos de salud objeto de 
tratamiento por lo que, como sí se hizo mención al cumplimiento de las garantías del 
secreto estadístico, se pudo inducir a error a la entidad ahora recurrente. 

La labor de campo se realizó en el propio Hospital sin que la documentación saliera del 
centro y en el contrato suscrito entre el Departamento de Sanidad y el Centro Informático 
de Estadísticas y Sondeos (folio 266 del expediente) se hace expresa mención a que no se 
recogerían datos personales ni circunstancias de identificación personal de cada una de las 
historias clínicas que eran precisas para la realización del trabajo. 

El Hospital de Sant Rafael trató de minimizar la información de la que dispusieron las 
personas encargadas de realizar el trabajo de campo puesto que, según consta en el acta 
(folio 33 del expediente) se extrajeron de los sobres que contiene la Historia Clínica las 
etiquetas que identifican otro datos distintos del nombre del paciente como son el 
domicilio, el numero de afiliación a la Seguridad Social, el sexo así como la fecha de 
nacimiento, el domicilio y el teléfono. Por lo tanto, el único dato del que se dio traslado es 
el que hacía referencia a la enfermedad y el nombre del paciente. 

Por lo tanto, si bien el secreto estadístico no tiene que coincidir con la exigencia de 
secreto que resulta del artículo 10 de la Ley Orgánica de Protección de Datos, resulta que 
cabe razonablemente pensar que el Hospital recurrente tuvo la conciencia clara de estar 
actuando con arreglo a la normativa aplicable en materia de protección de datos puesto 
que tanto las administraciones organizadoras del estudio como la empresa encargada de 
realizar el trabajo de campo le ofrecieron las máximas garantías sobre la acomodación a la 
ley y dicho ofrecimiento de garantías pudieron inducir a error a la empresa recurrente que 
no consideró necesario incrementar dichas garantías procediendo a la anonimización de las 
historias mas allá de los términos en que se realizó. 

La propia resolución de la Agencia ya considera que se produjo una cualificada disminución 
de la culpabilidad pero un examen más detallado de la cuestión permite entender que no 
es exacto que disminuyera la culpabilidad sino concurre un supuesto de ausencia total de 
la misma lo que impide considerar dicha conducta como sancionable y obliga a anular la 
resolución sancionadora. 

La estimación de las alegaciones de la parte recurrente en relación a la falta de 
culpabilidad en relación a la conducta cometida y la consiguiente anulación de la 
resolución recurrida y de la sanción impuesta por esta razón hacen innecesaria una 
valoración detallada del resto de argumentos empleados por la parte recurrente y con las 
que pretendía justifica la estimación y anulación de la resolución recurrida. 

En cualquier caso, sí conviene efectuar una somera referencia a que la estimación de la 
demanda se basa en la falta de culpabilidad basada en las circunstancias a las que nos 
acabamos de referir, sin que sea posible basar dicha estimación en el error de prohibición 
que tambien utiliza la parte recurrente como argumento a favor de la estimación de la 
demanda. Es necesario señalar que esta Sala en la Sentencia dictada en el recurso 
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113/2006 ya trató esta cuestión entendiendo que debido a la profesionalidad de la 
recurrente no puede invocarse el desconocimiento de una LO que desarrolla un derecho 
fundamental, cuando se desarrolla una actividad en constante contacto con datos 
personales, no puede invocarse error en la prohibición que, en todo caso, sería fácilmente 
vencible. En este sentido, la STS de 25 de enero de 2006, declara que "la Ley exige, cuando 
se tratan datos automatizadamente, conocer su régimen jurídico, debiendo abstenerse de 
incluir datos (...) sin su consentimiento expreso, incurriendo en una falta de diligencia que 
determina la existencia de culpa y, con ello, en la comisión del ilícito administrativo que la 
hizo acreedora de sanción, sin que el error que alega la recurrente más bien relativo al 
conocimiento de la prohibición legal tuviera carácter de invencible, pues no puede 
alegarse frente a lo expresado por la sentencia recurrida la reciente promulgación de la 
Ley (...) cuando, además, se está ante una sanción relativa a hechos producidos en 1999 y 
sin que la vulneración cometida tenga un mero carácter formal ante las disposiciones 
específicas previstas en la Ley 5/1992 que impiden, sin consentimiento expreso y escrito 
del afectado, el tratamiento automatizado de los datos de carácter personal (...) a efectos 
de configuración del tipo y aplicación de la pena, resulta absolutamente irrelevante”. 

Quinto.—Por aplicación de lo establecido en el artículo 139 de la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa no resulta procedente hacer expresa condena en costas a 
ninguna de las partes que han intervenido en este procedimiento. 

Vistos los preceptos citados por las partes y los demás de general y pertinente aplicación al 
caso de autos 

FALLAMOS 

Que estimando el presente recurso contencioso administrativo interpuesto por el 
procurador CARMELO OLMOS GÓMEZ, en la representación que ostenta de CONGREGACIÓN 
HERMANAS HOSPITALARIAS DEL SAGRADO CORAZÓN DE JESÚS, contra la resolución descrita 
en el primer fundamento de esta Sentencia, debemos anular la resolución recurrida 
dejando sin efecto la sanción impuesta. Todo ello sin haber lugar a expresa imposición de 
costas. 
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Convenio de colaboración entre la Comunidad de Madrid y la Provincia 
Eclesiástica de Madrid para la asistencia religiosa católica en los centros 
hospitalarios públicos dependientes de la Comunidad de Madrid.  
 
En Madrid, a 2 de enero de 2008  
  

REUNIDOS 
 
De una parte, el Excmo. Sr D. Juan José Güemes Barrios, Consejero de Sanidad de la 
Comunidad de Madrid, en virtud de las atribuciones que le confiere el Artículo 4.3 a) de la 
Ley 8/1999, de 9 de abril, de adecuación de la normativa de la Comunidad de Madrid a la 
Ley estatal 4/1999 de 13 de enero, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, en su redacción dada por la Ley 1/2001, de 29 de marzo.   
 
De otra parte, el Excmo y Rvdmo. Sr. D. Fidel Herráez Vegas, Obispo Auxiliar de Madrid, en 
nombre y representación de los Obispos de las Diócesis que comprenden el territorio de la 
Comunidad de Madrid. Ambas partes actúan en el ejercicio de las competencias que les 
están legalmente atribuidas, reconociéndose mutuamente competencia y capacidad 
suficiente para formalizar el presente Convenio.  
 

MANIFIESTAN 
 
1. En el marco jurídico de la Constitución Española y en cumplimiento de lo establecido en 
el artículo IV del Acuerdo entre el Estado Español y la· Santa Sede sobre Asuntos Jurídicos, 
de 3 de enero de 1979, se firmó por los Ministros de Justicia y de Sanidad y Consumo y el 
Presidente de la Conferencia Episcopal Española, el día 24 de julio de 1985, un Acuerdo 
sobre Asistencia Religiosa Católica en los Centros Hospitalarios Públicos que fue publicado, 
por Orden del Ministerio de la Presidencia, en el Boletín Oficial del Estado de 21 de 
diciembre de 1985. 
 
2. En orden a hacer efectivo el cumplimiento de dicho Acuerdo en los Centros Hospitalarios 
de la Comunidad de Madrid se firmó un Convenio de Colaboración entre dicha Comunidad y 
la Provincia Eclesiástica de Madrid, día 8 de abril de 1997, para la Asistencia Religiosa 
Católica en los Centros Hospitalarios Públicos dependientes de la Comunidad de Madrid.  
 
3. En el artículo Decimoséptimo de dicho Convenio se establece que: 
 
4. "1. Ambas partes manifiestan su voluntad de constituir un voluntariado, dependiente y 
colaborador del SARC (Servicio de Asistencia Religiosa Católica). 2. La Constitución y 
reglamentación de dicho voluntariado, se establecerá de mutuo acuerdo entre las partes 
firmantes del presente Convenio por sí mismos o por representantes designados a este 
efecto". 
 
5. En cumplimiento de este compromiso, se firma en Madrid, el día 17 de octubre de 2001, 
el Convenio específico de colaboración entre la Comunidad de Madrid y la Provincia 
Eclesiástica de Madrid para la constitución y reglamentación del Voluntariado Católico en 
los Centros Hospitalarios Públicos dependientes de la Comunidad de Madrid. Convenio que, 
como el anterior sobre Asistencia Religiosa Católica, de 8 de abril de 1997, está 
actualmente en vigor.  
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6. Mediante Real Decreto 1479/2001, de 27 de diciembre, se han traspasado a la 
Comunidad de Madrid, en los términos que en el mismo se recogen, las funciones y 
servicios que venía realizando el Instituto Nacional de la Salud en materia de gestión de la 
asistencia sanitaria de la Seguridad Social, así como los bienes, derechos y obligaciones, el 
personal y los créditos presupuestarios que resulten del propio acuerdo.  
 
7. La Asistencia Religiosa Católica en los Centros Hospitalarios del Instituto Nacional de la 
Salud estaba garantizada y regulada por el Convenio entre el Instituto Nacional de la Salud 
y la Conferencia Episcopal Española, de 23 de abril de 1986.  
 
8. Al transferirse los hospitales del extinto INSALUD a la Comunidad de 1, Madrid es a ésta 
a quien corresponde el cumplimento de las obligaciones derivadas del Convenio para 
Asistencia Religiosa Católica, de 8 de abril de 1997, cuyo último artículo, Decimoctavo, 
dice: "Lo establecido en las disposiciones anteriores serán de aplicación en otras 
Instituciones Sanitarias que pueden crearse o integrarse, en el futuro, en la Red Pública 
Hospitalaria de la Comunidad de Madrid" (hoy Red Sanitaria Única de , Utilización Pública 
de la Comunidad de Madrid). Y en el artículo Noveno 3, del mismo Convenio se establece 
que "La apertura, incorporación o cierre de las Instituciones Hospitalarias de la Red Pública 
de la Comunidad de Madrid, llevará consigo el establecimiento o supresión, en su caso, del 
SARC, con el personal, recursos y locales afectados". 
 
9. A tales efectos, y con fecha 28 de junio de 2004, se suscribe el Convenio de 
colaboración entre la Comunidad de Madrid y la Provincia Eclesiástica de Madrid en virtud 
del cual, y de acuerdo con lo previsto en el artículo primero, las Instituciones hospitalarias 
que han pasado a depender de la Comunidad de Madrid provenientes del extinto INSALUD, 
se regularán por lo que afecta a la Asistencia Religiosa Católica y al Voluntariado Católico, 
por los respectivos Convenios de colaboración vigentes actualmente, de 8 de abril de 1997 
y 17 de octubre de 2001, entre la Comunidad de Madrid y la Provincia Eclesiástica de 
Madrid, dando así cumplimiento a lo establecido en los artículos Decimoctavo y Noveno, 3 
del primero de dichos Convenios.  
 
10. Dichos Convenios, conforme a lo establecido en la disposición final segunda del 
Convenio de 28 de junio de 2004, finalizan su vigencia a 31 de diciembre de 2007, sin 
posibilidad de prórroga, estando previsto que con anterioridad a dicha fecha por parte de 
la Comisión Mixta establecida en el artículo decimoquinto 1 del Convenio de 8 de abril de 
1997, se proceda al análisis de la aplicación y revisión de lo convenido.  
 
11. Por todo ello, y una vez se ha procedido a la revisión prevista, ambas partes acuerdan 
suscribir el presente Convenio, can arreglo a las siguientes 
  

CLÁUSULAS 
 
PRIMERA.- Objeto  
 
Suscribir el presente Convenio por el que la Comunidad de Madrid reconocerá, protegerá y 
posibilitará el ejercicio del derecho, garantizado por el artículo IV del Acuerdo sobre 
Asuntos Jurídicos firmado entre el Estado y la Santa Sede, con fecha 3 de enero de 1979, a 
la asistencia religiosa de los enfermos católicos y de todos aquellos internados que lo 
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deseen en los centros hospitalarios dependientes de la Red Sanitaria Única de Utilización 
Pública de la Comunidad de Madrid, en los términos que se recogen en los siguientes 
artículos y disposiciones.   
 
 

Condiciones de la Colaboración 
 
 
 

SEGUNDA.-  
 
La asistencia religiosa católica se prestará, en todo caso, con el debido respeto a la 
libertad religiosa y de conciencia, y su contenido será conforme con lo dispuesto en el 
artículo II de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, sobre Libertad Religiosa.  
 
TERCERA.-  
 
1. La Asistencia Religiosa Católica y la atención pastoral comprenderán, entre otras, las 

siguientes actividades:  
 

• Visitar a los enfermos.  
• Celebrar los actos de culto y administrar los Sacramentos.  
• Asesorar en las cuestiones religiosas y morales.  
• Colaborar en la humanización de la asistencia hospitalaria.  
 

2. El Servicio de Asistencia Religiosa Católica, a través de sus legítimos representantes, 
formará parte del Comité de Ética y del Equipo Interdisciplinar de cuidados paliativos.  

 
CUARTA.-  
 
1. Con esta finalidad, en cada Centro Hospitalario de la Red Sanitaria Única de Utilización 

Pública de la Comunidad de Madrid, existirá un Servicio de Asistencia Religiosa Católica 
(en adelante SARC), para prestar la Asistencia Religiosa y atención pastoral a los 
pacientes católicos del Centro.  

 
2. El SARC estará integrado por Capellanes (Sacerdotes y Diáconos) o personas idóneas.  

Cuanto en las cláusulas siguientes se establezca acerca de los Capellanes, se aplicará a 
las personas idóneas, legítimamente designadas para el cumplimiento de la misión que 
se les confíe por las autoridades eclesiásticas competentes.  
 

3. El SARC estará abierto a los enfermos que, libre y espontáneamente, lo soliciten.  
 

4. Igualmente, podrán beneficiarse de este Servicio los familiares de los pacientes y del 
personal del Centro, siempre que las necesidades del servicio hospitalario lo permitan.  

 
5. Si en el Centro Hospitalario hubiera una Comunidad de Religiosas, lnstituto Secular o 

Sociedad de Vida Apostólica, ésta será atendida por el SARC, salvada siempre su 
autonomía de régimen interno, a tenor del Derecho Canónico. Asimismo, dicha Comunidad 
podrá colaborar y participar en las  actividades del SARC 
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QUINTA.- 
 
1. Para su debida integración en el Hospital, el SARC quedará vinculado a la Dirección o 
Gerencia del mismo y estará ubicado en el organigrama del Hospital. Los miembros de dicho 
Servicio desarrollarán sus actividades teniendo en cuenta los reglamentos y demás normativas 
del Centro.  
 
2. El contenido y la forma de prestar su asistencia serán determinados exclusivamente por 
la competente autoridad eclesiástica y se realizará de acuerdo con las orientaciones sobre 
pastoral sanitaria de las respectivas diócesis.  
 
SEXTA.- 
 
1. Los Capellanes o las personas idóneas para prestar la asistencia religiosa católica serán 
designados por el Ordinario del lugar, y nombrados por la persona titular de la Dirección 
General del Servicio Madrileño de Salud. 
 
2. Los Capellanes y las personas idóneas, cesarán en el ejercicio de sus funciones por 
decisión del Ordinario del lugar, oído previamente el/la Director/a General del Servicio 
Madrileño de Salud. En caso de faltas graves a la disciplina del Centro, el/la Director/a 
General del Servicio Madrileño de Salud, oído previamente el Ordinario del lugar, podrá 
determinar el cese del Capellán o persona idónea.  
 
SÉPTIMA.-  
 
1. Cuando la asistencia religiosa del Centro esté a cargo de varios Capellanes, el Ordinario 

del lugar nombrará entre ellos al coordinador de los mismos.  
 
2. Serán funciones de dicho coordinador, entre otras, las siguientes:  
 

• Ser interlocutor ante las autoridades eclesiásticas y ante la Dirección, Gerencia y 
otros Servicios del Centro.  

• Coordinar la organización pastoral y fijar, de acuerdo con los demás miembros 
del SARC, los, horarios, tanto de la actividad pastoral  ordinaria, como el 
correspondiente a la cobertura de las urgencias, así como los días de descanso, 
vacaciones y permisos.  

• Promover y dirigir la programación anual del SARC y la evaluación periódica de sus 
actividades. 

 
OCTAVA.-  
 
Los Capellanes que presten el Servicio de asistencia religiosa católica, desarrollarán su 
actividad en coordinación con los demás Servicios del Centro Hospitalario. Tanto éstos, 
como la Dirección y Gerencia, les facilitarán todos los medios y la colaboración necesarios 
para el desempeño de su misión y, en especial, las informaciones oportunas sobre los 
pacientes. El personal del Centro comunicará al SARC, el deseo del paciente, manifestado 
por si mismo o por sus familiares, de recibir asistencia religiosa católica.  
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NOVENA.-  
 
1. En el Anexo 1, que se acompaña al presente Convenio, se establece la relación 

completa y actualizada de los hospitales dependientes de la Comunidad de Madrid, 
especificando número de camas de cada Hospital y 5 el número de capellanes o 
personas idóneas que, tanto a tiempo pleno como a tiempo parcial, integran el Servicio 
de Asistencia Religiosa Católica en los respectivos hospitales, de conformidad con el 
Baremo del Anexo III. Asimismo se relacionan otros hospitales, con su número de camas, 
a los efectos previstos en el apartado 4 de esta cláusula.  
 
 

2. Estos módulos se flexibilizarán y adaptarán por acuerdo de la Comisión Mixta 
establecida en la cláusula Decimoquinta del presente Convenio, cuando exista una 
dispersión de la estructura del Hospital en locales distantes entre si o cuando lo 
aconsejen las características especiales de los pacientes de algunos Centros u otras 
circunstancias. 
 
 

3. La apertura, incorporación o cierre de las Instituciones Hospitalarias de la Red Sanitaria 
Única de Utilización Pública de la Comunidad de Madrid, llevará consigo el 
establecimiento o supresión, en su caso, del SARC, con el personal, recursos y locales 
afectados. Estos módulos se flexibilizarán y adaptarán por acuerdo de la Comisión Mixta 
establecida en la cláusula decimoquinta del presente Convenio, cuando exista una 
dispersión de la estructura del Hospital en locales distantes entre sí o cuando lo 
aconsejen las características especiales de los pacientes de algunos Centros u otras 
circunstancias.  
 

4. Con el propósito de que la asistencia religiosa católica se preste de manera homogénea 
en todos los centros dependientes o con una especial vinculación con la Consejería de 
Sanidad, ambas partes de comprometen a trasladar el contenido de este Acuerdo a la 
Fundación Hospital Alcorcón y al Ente Público "Hospital de Fuenlabrada" a los efectos de 
que por sus órganos de gobierno (Patronato y Consejo de Administración, 
respectivamente), así como por los órganos de gobierno de las Empresas Públicas 
Hospital del Sur "Infanta Cristina", Hospital del Norte "Infanta Sofía", Hospital del 
Sureste, Hospital del Henares, Hospital del Tajo y Hospital de Vallecas "Infanta Leonor", 
como también del Hospital "Infanta Elena" de Valdemoro y de la Fundación "Jiménez 
Díaz", pueda estudiarse y, en su caso, suscribirse con la Provincia Eclesiástica de 
Madrid, su aplicación a los citados centros hospitalarios.  

 
DÉCIMA.-  
 
La contraprestación económica La Provincia Eclesiástica de Madrid, así como las cantidades 
correspondientes a la cuota establecida en el Régimen de la Seguridad Social que sea de 
aplicación, por los servicios que presten los Capellanes y personas idóneas, será durante el 
año 2008, la establecida en el Anexo II. La correspondiente Gerencia abonará a las Diócesis 
el coste de la sustitución por vacaciones, así como por baja o causa de enfermedad. 
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UNDÉCIMA.-  
 
1. Los Capellanes o personas idóneas, tanto a tiempo pleno, como parcial, dedicarán a su 
actividad pastoral un tiempo equiparable al del personal sanitario del Centro (35 horas 
semanales en promedio anual), distribuido de forma que el servicio de asistencia religiosa 
(católica) esté garantizado. Tendrán derecho al descanso semanal, y a un mes de 
vacaciones anuales.  
 
2. Los Capellanes podrán solicitar y la Gerencia conceder, permiso para asistir a Cursillos 
de Formación Permanente: Ejercicios Espirituales, Congresos y reuniones de 
perfeccionamiento técnico y pastoral, en igualdad de condiciones que el resto de personal 
del Centro.  
 
DUODÉCIMA.-  
 
1. El SARC dispondrá, al menos, de una Capilla, que será lugar reservado 
permanentemente para la oración de los fieles y celebración del culto, dotada de sacristía. 
 
2. La capilla estará en lugar idóneo y de fácil acceso para los enfermos. Su número y 
tamaño estará en función de la estructura del Hospital y las necesidades del mismo.  
 
3. Dispondrá igualmente el SARC de uno o varios despachos, en función de las necesidades 
del centro y del número de Capellanes, a ser posible, cercanos a la capilla, para recibir 
visitas, celebrar reuniones y guardar archivos, y un local para residir, y en su caso, 
pernoctar.  
 
Los Centros Hospitalarios de nueva creación, contemplarán la instalación r de los locales 
descritos, que se consideren necesarios para el buen funcionamiento del SARC. 
 
DECIMOTERCERA.- 
 
1. El SARC contará, dentro de las disponibilidades presupuestarias con los recursos 
materiales necesarios para el ejercicio de sus actividades.  
 
2. Con este fin, el SARC elaborará anualmente un Proyecto de Presupuesto, que someterá a 
la aprobación de la Gerencia.  
 
3. El presupuesto general del Centro Hospitalario incluirá los gastos de adquisición, 
mantenimiento y renovación del equipamiento necesario del SARC, así como los que se 
estimen necesarios para llevar a la práctica la asistencia religiosa y la atención pastoral 
programada y aprobada para el año.  
 
DECIMOCUARTA.-  
 
Las disposiciones del presente Convenio serán recogidas e incorporadas, como Anexo, en 
los reglamentos y normas de régimen interno de todos los Centros Hospitalarios de la Red 
Sanitaria Única de Utilización Pública de la Comunidad de Madrid 
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DECIMOQUINTA.- Comisión Mixta de Seguimiento  
 
1. Para la aplicación, seguimiento e interpretación del presente Convenio, se constituye 
una Comisión Mixta y Paritaria, compuesta por cinco representantes por cada una de las 
partes que serán designados, de común acuerdo, entre las partes firmantes, quienes se 
obligan a constituirla y reglamentaria dentro de un año, a partir de la fecha de entrada en 
vigor del presente Convenio.  
 
2. Esta comisión se reunirá, al menos, una vez al año y siempre que lo solicite alguna de 
las partes. 
 
DECIMOSEXTA.- Hospitales y clínicas concertadas. 
 
En los Hospitales y Clínicas concertadas, cuando tengan población sectorizada, se aplicará 
en los servicios que tengan carácter público, lo establecido en el presente Convenio.  
 
DECIMOSÉPTIMA.-Régimen de voluntariado 
 
Ambas partes acuerdan establecer un régimen de voluntariado, dependiente y colaborador 
del SARC, en los términos que se recogen en el ANEXO IV del presente Convenio.  
 
DECIMOCTAVA.- Aplicación a nuevas instituciones 
 
Lo establecido en las disposiciones anteriores será de aplicación en otras Instituciones 
Sanitarias hospitalarias que puedan crearse o integrarse, en el futuro, en la Red Sanitaria 
Única de Utilización Pública de la Comunidad de Madrid.  
 
DECIMONOVENA.-Capellanes con la condición de personal laboral fijo  
 
1. A los Capellanes que, a la entrada en vigor del presente Convenio, tengan la condición 
de personal laboral fijo en cualquier Institución Hospitalaria del Servicio Madrileño de 
Salud de la Comunidad de Madrid, se les respetará las situaciones y los derechos adquiridos 
y seguirán sujetos al régimen jurídico y económico previsto para el resto del personal de la 
Comunidad de Madrid.  
 
2. En todo caso, y en cualquier momento, estos Capellanes podrán acogerse a la regulación 
prevista en el presente Convenio.  
 
3. Cuando, por cualquiera de las causas admitidas en derecho, se produzca la resolución 
del contrato de trabajo de estos Capellanes, la cobertura de los puestos vacantes se 
realizará conforme a la regulación establecida en el presente Convenio.  
 
VIGÉSIMA. 
 
Vigencia y aplicación El presente Convenio entrará en vigor el día uno de enero de 2008 y 
tendrá validez hasta el 31 de diciembre de 2008, prorrogándose automáticamente y de 
modo sucesivo año tras año, salvo denuncia expresa de cualquiera de las partes firmantes 
efectuada con seis meses de antelación, y siempre y cuando exista crédito adecuado y 
suficiente en los presupuestos de cada ejercicio.  
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Este Convenio sustituye al convenio suscrito entre la Comunidad de Madrid y la Provincia 
Eclesiástica de Madrid el 28 de junio de 2004, así como a los de fechas 8 de abril de 1997 y 
17 de octubre de 2001.  
 
El presente Convenio tiene naturaleza jurídico-administrativa, por lo que, sin perjuicio de 
las funciones encomendadas a la Comisión Mixta de Seguimiento prevista en la cláusula 
decimoquinta, serán competentes para conocer las cuestiones litigiosas que puedan 
plantearse en su interpretación y aplicación, los juzgados y tribunales del orden 
Jurisdiccional contencioso-administrativo con sede en la Comunidad de Madrid.  
 
En prueba de conformidad, se firma el presente Convenio y sus Anexos, por triplicado, en 
el lugar y fecha señalados. 
 
EL OBISPO AUXILIAR DE MADRID,  
 
 
Fdo.: Fidel Herráez Vegas 
 
 
ELCONSEJERO DE SANIDAD  
 
Fdo.: Juan José Güemes  
 


